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SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 30 de abril de 2021. 

Empresas Benitez Toledo, Inc. comparece ante nuestra 

consideración y nos solicita que dejemos sin efecto el dictamen emitido por 

el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan (TPI), en el 

caso AG2020CV00397. En este, el TPI desestimó la demanda de injunction 

presentada por Empresas Benítez contra el Estado Libre Asociado de 
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Puerto Rico, la Oficina de Regulación de la Industria Lechera (ORIL) y 

otros, por entender que existía algún otro remedio eficaz, completo y 

adecuado en ley para resolver la controversia. 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se confirma 

el dictamen apelado.  

I 

  Surge del expediente que el 3 de junio de 2020, Empresas Benítez 

instó Demanda al amparo de la Regla 57 y 59 de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V, R. 57, 59 y los Art. 675-689 del Código de Enjuiciamiento Civil, 

32 LPRA Sec. 3521-3566 contra el ELA; el Sr. Carlos A. Flores Ortega en 

su capacidad de Secretario de Agricultura del Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico; el Dr. Lorenzo González Feliciano, como Secretario del 

Departamento de Salud del Estado Libre Asociado de Puerto Rico y el Sr. 

Jorge A. Campos Merced, en su carácter oficial como Administrador de la 

ORIL. El 18 de junio de 2020, el Administrador de la ORIL presentó escrito 

en el que, entre otras cosas, solicitó la desestimación de la demanda 

instada. Alegó que existían procedimientos administrativos que Empresas 

Benítez debía agotar previo a recurrir a los tribunales, por lo que, en 

ausencia de un daño irreparable, debía resolverse la controversia mediante 

tales procesos. Posteriormente el 1 de julio del 2020, el ELA presentó 

Moción de Desestimación en la que en síntesis repitió los argumentos ya 

alegados por el Administrador de la ORIL en cuanto a la existencia de 

remedios administrativos que debía agotarse antes de recurrirse a los 

tribunales.  

 El 14 de julio de 2020, Empresas Benítez se opuso a las solicitudes 

de desestimación. Al así hacerlo, alegó que las actuaciones de la ORIL 

excedieron su autoridad en ley, ya que esta no está autorizada a ordenar 

el decomiso de leche por incumplimiento en el nivel de grasa establecido 

en reglamento. Además, reclamó que tales actuaciones infligen su derecho 

constitucional a la propiedad, excepción reconocida por nuestro 

ordenamiento a la doctrina de agotamiento de remedios administrativos. 
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Celebrada una vista argumentativa para evaluar los planteamientos 

de las partes, el 14 de agosto de 2020 el TPI dictó la sentencia apelada. En 

esta, el foro primario señaló que, aunque el asunto en controversia 

reclamado por Empresas Benítez es uno sobre violación de derechos 

propietarios, la realidad es que el asunto trata de si en efecto la ORIL tiene 

autoridad para ordenar la decomisión de leche cuando esta tiene un 

porcentaje menor al 3 por ciento.  Destacó, además, que ante la ORIL 

existen actualmente procesos administrativos.  Uno de ellos iniciado por 

Empresas Benítez, sobre tal cuestión. Por ello, concluyó prudente que, ante 

el alto interés del estado en regular la industria lechera, el procedimiento 

administrativo debía concluir y permitírsele a la agencia emitir su 

determinación final, la cual podría ser revisada por este Tribunal de 

Apelaciones.  Igualmente, resolvió que, al existir un remedio administrativo 

para atender la controversia, no había un daño irreparable que justificara 

preterir el tramite administrativo.  

Insatisfecha con lo resuelto, el 27 de agosto de 2020 Empresas 

Benítez solicitó reconsideración de la sentencia; petición que fue denegada 

mediante Resolución del 28 de agosto de 2020. Inconforme aún, Empresas 

Benítez instó el presente recurso de apelación y señaló la comisión de los 

siguientes errores:  

A. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al no conceder 
el Interdicto (Injunction) Preliminar y Permanente a favor de 
Empresas Benítez Toledo, Inc. (EBTY), debido a que las 
actuaciones de la ORIL contra EBT estaban fuera de los límites 
del Reglamento de ORIL y las mismas violentan Derechos 
Constitucionales. 
 

B. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al desestimar 
la Demanda y ordenar el agotamiento de remedios 
administrativos ante la Oficina Para la Reglamentación de la 
Industria Lechera (ORIL).  

 

Atendido el recurso, el 28 de septiembre de 2020 emitimos 

Resolución en la que concedimos término a las apeladas para presentar 

sus alegatos. El 26 de octubre de 2020, el ELA presentó Alegato del 

Gobierno de Puerto Rico. Asimismo, el 13 de noviembre de 20920, la ORIL 

sometió su Alegato. Habiéndose perfeccionado el recurso, resolvemos.  
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II. 
 

A. 
 
La jurisdicción es la autoridad que posee un tribunal o un foro 

administrativo para considerar y adjudicar determinada controversia o 

asunto. Pérez López v. CFSE, 189 DPR 877, 882 (2013); CBS Outdoor v. 

Billboard One, Inc., et al., 179 DPR 391, 403-404 (2010). Cuando un 

Tribunal de Apelaciones carece de jurisdicción, “procede la inmediata 

desestimación del recurso apelativo conforme lo ordenado por las leyes y 

reglamentos para el perfeccionamiento de estos recursos”. S.L.G. 

Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 169 DPR 873, 883 (2007). Un recurso 

presentado prematura o tardíamente priva insubsanablemente de 

jurisdicción y autoridad al tribunal ante el cual se recurre para atender el 

asunto, caso o controversia. Íd., págs. 883-884. En particular un recurso 

presentado prematuramente carece de eficacia y no produce ningún efecto 

jurídico, pues, al momento de su presentación, su naturaleza prematura 

hace que el foro apelativo no tenga autoridad alguna para acogerlo. Íd. Ante 

esos casos, el tribunal desestimará la acción o el recurso y no entrará en 

los méritos de la cuestión ante sí. Pérez López v. CFSE, supra, pág. 883; 

S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, supra, pág. 883. Es menester 

resaltar que la Regla 83(B)(1) y (C) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, supra, nos faculta para que, a iniciativa propia, desestimemos 

un recurso cuando carecemos de jurisdicción para atenderlo. 

-B- 

 Por su parte, la doctrina de agotamientos de remedios establece que 

los tribunales discrecionalmente se abstengan de revisar una actuación de 

una agencia gubernamental hasta tanto ésta haya tenido la oportunidad de 

considerar todos los aspectos de la controversia y su decisión refleje la 

posición final. J. Exam. Tec. Med. V. Elías et al., 144 DPR 483, 491 (1997). 

En particular, la doctrina de agotar remedios administrativos es una norma 

de autolimitación judicial que en esencia determina la etapa en que un 

tribunal debe intervenir en una controversia que se ha presentado 
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inicialmente ante un foro administrativo. S.L.G. Flores Jiménez v. Colberg, 

173 DPR 843, 851 (2008). Cuando es de aplicación, requiere que los 

tribunales se abstengan de intervenir hasta tanto la agencia atienda el 

asunto. Íd. Usualmente se invoca cuando una parte ante el foro 

administrativo solicita la intervención judicial previo a consumar el 

procedimiento administrativo. Mun. de Caguas v. AT&T, 154 DPR 401, 407 

(2001).  

No obstante, no se trata de una norma absoluta. La Sección 4.3 de 

la LPAUG dispone que el tribunal podrá relevar a un peticionario de tener 

que agotar alguno o todos los remedios administrativos provistos: i) en el 

caso de que dicho remedio sea inadecuado; ii) cuando el requerir su 

agotamiento resultare en un daño irreparable al promovente y en el balance 

de intereses no se justifica agotar dichos remedios; iii) cuando se alegue la 

violación sustancial de derechos constitucionales, que amerite pronta 

reivindicación; iv) cuando sea inútil agotar los remedios administrativos por 

la dilación excesiva de los procedimientos; v) cuando sea un claro caso de 

falta de jurisdicción de la agencia o; vi) cuando sea un asunto estrictamente 

de derecho y es innecesaria la pericia administrativa. 3 LPRA sec. 9673. 

Cónsono con dicha disposición estatutaria, el Tribunal Supremo ha 

advertido que el requisito de agotar los remedios ante la agencia 

administrativa no se puede preterir para acceder dicha jurisdicción al foro 

judicial, a menos que se cumplan algunas de las excepciones previamente 

mencionadas. Guzmán y Otros v. E.L.A., 156 DPR 693, 714 (2002). 

Igualmente, ha sido resuelto que le corresponde probar a quien pretende 

acudir al foro judicial mediante hechos específicos y bien definidos, que 

debe prescindirse de los remedios administrativos. El mero hecho de 

invocar una cuestión constitucional no margina automáticamente el 

proceso administrativo por lo que es necesario que se demuestre la 

existencia de un agravio de tan intenso que justifique desviarse del 

mencionado cauce. Procuradora Paciente v. MCS, 163 DPR 21, 45-46 

(2004).  
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C. 

 La Oficina de Administrador de la Reglamentación de la Industria 

Lechera (ORIL) fue creada por virtud de la Ley Núm. 34 del 11 de junio de 

1957, Ley para Reglamentar la Industria Lechera, 5 LPRA Sec. 1092 et 

seq. Por virtud del mencionado estatuto, el Secretario de Agricultura, con 

la aprobación del Gobernador de Puerto Rico, podrá nombrar y destituir un 

Administrador para la ORIL. 5 LPRA Sec. 1093. Dicho Administrador, 

conforme los poderes y deberes reconocidos por ley podrá, entre otras 

cosas, adoptar las reglas de procedimiento que considere necesarias para 

regir el procedimiento a seguirse en toda petición o querella radicada ante 

la Oficina, así como también en cualquier vista administrativa que por 

alguna razón él señale y convoque. 5 LPRA Sec. 1094. Igualmente, podrá 

reglamentar todas las fases de la industria de la leche y los productos 

derivados de ésta, en el Estado Libre Asociado de Puerto Rico, incluyendo 

la producción, elaboración, esterilización, manufactura, almacenaje, 

compra y venta, transportación y distribución del producto principal y sus 

derivados. 5 LPRA Sec. 1096. 

 Conforme las facultades reconocidas por la Ley 34, el Administrador 

de la ORIL aprobó lo que se conoce como el Reglamento Número 5 de la 

Industria Lechera (Reglamento Número 5). Este tuvo el propósito de 

establecer las normas que regirán la calidad de la leche en todas sus fases 

de producción, elaboración y venta. El 29 de diciembre de 2016 se aprobó 

el Reglamento número 8889 a los fines de enmendar el Reglamento 

Número 5 y atemperarlo a la situación actual de la industria lechera. Así 

pues, conforme enmendada, la Sección 6 del Reglamento Número 5 

establece las pautas para determinar el conjunto de propiedades a 

utilizarse para evaluar la calidad de la leche homogeneizada y 

pasteurizada. El inciso A, de la mencionada sección 6, dispone que, entre 

las propiedades más significativas que se analizarán para determinar la 

calidad se encuentra el requisito de que la leche cruda contenga no menos 

de tres porcientos (3%) de grasa.  
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 Por su parte, conforme enmendada, la Sección 7 del Reglamento 

Núm. 5 establece los procedimientos para determinar el cumplimiento con 

las normas de calidad bacteriológicas, químicas y de temperatura para la 

leche cruda y pauterizada, así como para los productos de leche 

pauterizados.   

-D- 

 El injunction es un recurso extraordinario altamente discrecional, 

cuyos contornos se delimitan en los Arts. 675-695 del Código de 

Enjuiciamiento Civil de Puerto Rico, 32 LPRA secs. 3521-3566 y por la 

Regla 57 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V. Se define como un 

mandamiento judicial expedido por un tribunal, con el cual se requiere que 

una persona se abstenga de hacer, o de permitir que se haga por otras bajo 

su intervención, determinada cosa que infrinja o perjudique el derecho de 

otra. 32 LPRA sec. 3521.  

En términos generales, el injunction o interdicto busca prohibir u 

ordenar la ejecución de determinado acto, con el fin de evitar que se causen 

perjuicios inminentes o daños irreparables a alguna persona, en casos en 

los que no hay otro remedio adecuado en ley. VDE Corporation v. F & R 

Contractors, 180 DPR 21, 40 (2010). Para determinar si procede es 

necesario examinar si la acción que se pretende evitar o provocar, connota 

o no un agravio de patente intensidad al derecho del individuo que reclama 

una reparación urgente. Íd. Es decir, la parte promovente deberá demostrar 

que de este no concederse, sufrirá un daño irreparable. Íd. Un daño 

irreparable es aquel que no puede ser satisfecho adecuadamente mediante 

la utilización de los remedios legales disponibles. Íd; véase, además, Pérez 

Vda. Muñiz v Criado, 151 DPR 355, 373 (2000); Misión Ind. P.R. v. J.P. y 

A.A.A., 146 DPR 64 (1998).  

La Regla 57 de Procedimiento Civil, supra, reconocen tres 

modalidades de injunction, el entredicho provisional, el injunction 

preliminar, y el injunction permanente. Por ser pertinentes al caso de 

epígrafes nos limitaremos a discutir los últimos dos.  
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El injunction preliminar pretende evitar daños adicionales mientras 

el tribunal evalúa un caso en los méritos. Asoc. Vec. V. Caparra v. Asoc. 

Fom. Educ., 173 DPR 304, 325 (2008) En particular, los criterios para 

determinar la concesión o negación de un injunction preliminar son: (1) la 

naturaleza de los daños que puedan ocasionárseles a las partes de 

concederse o denegarlo; (2) la irreparabilidad o existencia de un remedio 

adecuado en ley; (3) la probabilidad de que la parte promovente prevalezca 

eventualmente al resolver el litigio en su fondo; (4) la probabilidad de que 

la causa se torne académica de no concederlo, y (5) el posible impacto 

sobre el interés público del remedio que se solicita. Íd. Véase, además, 32 

LPRA Ap. V, R. 57.3; 32 LPRA sec. 3523.  

El Tribunal Supremo ha reiterado que, al aplicar los criterios antes 

mencionados, la concesión o denegación de un injunction exige que la 

parte promovente demuestre la ausencia de un remedio adecuado en ley. 

Asoc. Vec. V. Caparra v. Asoc. Fom. Educ., supra, pág. 319. Se ha 

enfatizado, además, la necesidad de que el promovente demuestre la 

existencia de un daño irreparable que no puede ser adecuadamente 

satisfecho mediante la utilización de los remedios legales disponibles. Íd.  

De otra parte, el injunction permanente es el que se produce por sentencia 

final en un procedimiento de injunction y que, a pesar de su nombre, puede 

ser decretado por un tiempo limitado. R. Hernández Colon, Práctica 

Jurídica de Puerto Rico Derecho Procesal Civil, 6ta ed., Lexis Nexis, 2017, 

pág. 509. Los criterios que un tribunal debe considerar para determinar si 

procede otorgarlo son los siguientes: (1) si el demandante ha prevalecido 

en un juicio en sus méritos; (2) si el demandante posee algún remedio 

adecuado en ley; (3) el interés público involucrado, y (4) el balance de 

equidades. Plaza las Américas v. N & H, 166 DPR 631, 644 (2005). 

Asimismo, el tribunal debe determinar si la evidencia desfilada justifica el 

interdicto permanente. Íd. 
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-E- 

 La acción solicitando una sentencia declaratoria se rige por la Regla 

59 de Procedimiento Civil, supra. Las sentencias declaratorias son 

presentadas para que el TPI declare derechos, estados y otras relaciones 

jurídicas, aun cuando pueden existir otros remedios disponibles. Véase, 32 

LPRA Ap. V, R. 59.2. Con relación a quienes pueden instar la referida 

acción, la Regla 59.2 (a) de Procedimiento Civil, supra, dispone lo 

siguiente: 

Toda persona interesada en una escritura, un testamento, un 
contrato escrito u otros documentos constitutivos de un 
contrato, o cuyos derechos, estado u otras relaciones 
jurídicas fuesen afectados por un estatuto, una ordenanza 
municipal, un contrato o franquicia, podrá solicitar una 
decisión sobre cualquier divergencia en la interpretación o 
validez de dichos estatutos, ordenanzas, contrato o 
franquicia, y además que se dicte una declaración de los 
derechos, estados u otras relaciones jurídicas que de 
aquéllos se deriven. Un contrato podrá ser interpretado antes 
o después de haber sido infringido. 

  
La persona que presenta una solicitud de sentencia declaratoria se 

encuentra a su vez sujeta al cumplimiento de los criterios de legitimación 

activa, por lo cual deberá establecer la existencia o inminencia de un daño 

claro y real. Mun. de Fajardo v. Srio. Justicia, 187 DPR 245 (2012). 

III. 

 Mediante sus dos señalamientos de error, la apelante reclama que 

las circunstancias particulares presentes en el caso permitían que, a 

manera de excepción, se le relevara de agotar cualquier remedio 

administrativo pendiente ante la ORIL. A tales efectos, manifiesta que en la 

situación de autos se hizo un reclamo contra la violación de derechos 

constitucionales (derecho propietario). Igualmente, sostiene que el exigir el 

agotamiento de los remedios administrativos ocasionaría una dilación 

innecesaria ya que la ORIL ya decidió que procedía decomisar la leche por 

incumplir el requisito de nivel de grasa sin compensación alguna, 

constituyendo tal acción un “taking” de su propiedad y una actuación fuera 

de la autoridad reconocida por ley. Sobre esto último, específicamente 

aduce que el Reglamento Número 5 no dispone que la leche que incumpla 
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con el requisito de porciento de grasa será decomisada. Indica que lo único 

que existe es la Carta Circular 2019-75 emitida por el Administrador de la 

ORIL, la que señala “solo advierte de investigaciones y en ningún acápite 

de dicha carta establece que se harán decomisos de leche en la finca y que 

dicha leche no será pagada.” El Gobierno de Puerto Rico por su parte, así 

como la ORIL, reafirman en sus respectivos alegatos que la acción judicial 

apelada fue correcta. Así pues, reclaman que en el presente caso no están 

presente ninguna de las circunstancias que permiten a una parte ser 

relevada de agotar los procedimientos administrativos, por lo que la 

decisión apelada debe confirmarse. 

Evaluados los argumentos de las partes, así como los documentos 

contenidos en el expediente ante nuestra consideración, de conformidad 

con la norma general aquí expuesta procede confirmar la sentencia 

desestimatoria apelada. Más aún, contrario a lo que plantea la apelante, no 

hay circunstancias presentes en el caso que nos permita apartarnos de la 

doctrina de agotamiento de remedios administrativos.  

Al examinar las alegaciones de la Demanda instada por Empresas 

Benítez, así como aquellas levantadas por la entidad en la Querella que 

presentó ante la ORIL vemos que el asunto en controversia trata sobre los 

mismos hechos y ante ambos foros se levantaron los mismos reclamos; 

una alegada acción inválida por parte de la agencia contraria a sus 

reglamentos y falta de autoridad para decomisar ante una variante en el 

nivel de grasa de la leche. Tal cual mencionamos la concesión o 

denegación de un injunction requiere que la parte promovente demuestre 

la ausencia de un remedio adecuado en ley. La apelante no ha demostrado 

que el remedio provisto por los procesos administrativos ante la ORIL sea 

inadecuado. El simple argumento de que mediante su acción la ORIL ya 

resolvió cualquier controversia que puede presentarse ante ella es 

insuficiente para preterir el requisito jurisdiccional de agotar los remedios 

administrativos.  
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Igualmente insuficiente es el reclamo de un daño irreparable y la 

violación a su derecho constitucional a la propiedad levantado por la 

apelante para eximirle de dicho requisito. Como anteriormente indicamos, 

el mero hecho de invocar una cuestión constitucional no margina 

automáticamente el proceso administrativo. Debe además demostrarse la 

existencia de un agravio de patente intensidad que justifique desviarse de 

tal cauce. Ciertamente la pérdida de la leche decomisada sin una justa 

compensación incide en el derecho propietario de Empresas Benítez. No 

obstante, esta no ha demostrado que el agravio sufrido sea de tal magnitud 

que ameriten el prescindir del proceso administrativo. Más aún, cuando es 

la ORIL el ente administrativo con expertise para evaluar sus reclamos en 

virtud de los reglamentos promulgados.  Siendo ello así, nos resulta forzoso 

concluir, como ya adelantamos, que el TPI actuó correctamente al 

desestimar la demanda instada por Empresas Benítez en el caso de 

epígrafe.  

IV. 

 Por las consideraciones antes expuestas, se confirma la Sentencia 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan en 

el caso AG2020CV00397. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 
 
                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

 

 

 

 

 

 

 

 


